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Iniciativas

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CAR-
GO DEL DIPUTADO CARLOS ENRIQUE CANTUROSAS VI-
LLAREAL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM

El que suscribe, diputado Carlos Enrique Canturosas
Villareal, integrante del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México en la LXVI Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta honorable soberanía iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el artí-
culo 123, apartado A, fracción VI, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

Con fecha 11 de septiembre de 2014, los coordinado-
res de los Grupos Parlamentarios de Acción Nacional,
de la Revolución Democrática, de Movimiento Ciuda-
dano y del Trabajo, presentaron iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se reforman los artículos 41 y
123 de la Ley Fundamental.1

El 11 de noviembre de 2014, el diputado Julio César
Moreno Rivera presentó iniciativa que reforma los ar-
tículos 26, 41 y 123 de la Constitución de la Repúbli-
ca, en materia de salario mínimo.2

El 5 de diciembre de 2014, el Ejecutivo federal pre-
sentó iniciativa que reforma diversos artículos de la
norma suprema, en materia de salario mínimo.3

Las propuestas mencionadas tenían como objetivo
modificar diversas disposiciones de la Constitución de
la República para desvincular el salario mínimo de su
función como unidad de cuenta.

Así, el 27 de enero de 2016 se publicó en el Diario
Oficial de la Federación el decreto por el que se de-
claran adicionadas y reformadas diversas disposicio-
nes de la Constitución federal, en materia de desinde-
xación del salario mínimo.4

La reforma modificó el artículo 123, inciso A), frac-
ción VI, constitucional, para quedar como sigue:

“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al traba-
jo digno y socialmente útil; al efecto se promoverán
la creación de empleos y la organización social de
trabajo, conforme a la ley.

A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domés-
ticos, artesanos y de manera general, todo contrato
de trabajo:

...

VI. Los salarios mínimos que deberán disfrutar los
trabajadores serán generales o profesionales. Los
primeros regirán en las áreas geográficas que se de-
terminen; los segundos se aplicarán en ramas deter-
minadas de la actividad económica o en profesio-
nes, oficios o trabajos especiales. El salario
mínimo no podrá ser utilizado como índice, uni-
dad, base, medida o referencia para fines ajenos
a su naturaleza”.

En la fracción VI se estableció que el salario mínimo
no puede ser utilizado como medida o base de refe-
rencia para fines ajenos a su naturaleza, la cual es
laboral.

A la par de esta reforma se modificó el apartado B del
artículo 26 constitucional para crear la medida que se
utilizaría como referencia económica para el cumpli-
miento de obligaciones ajenas a las laborales.

El artículo tercero transitorio de dicho decreto declara
expresamente:

“Tercero. A la fecha de entrada en vigor del pre-
sente decreto, todas las menciones al salario mí-
nimo como unidad de cuenta, índice, base, medi-
da o referencia para determinar la cuantía de las
obligaciones y supuestos previsto en las leyes fe-
derales, estatales, del Distrito Federal, así como
en cualquier disposición jurídica que emane de
todas las anteriores, se entenderán referidas a la
Unidad de Medida y Actualización”.

En ese contexto, se creó la Unidad de Medida y Ac-
tualización como referente económico, desindexando
al salario mínimo general vigente y a partir del 28 de

Gaceta Parlamentaria Miércoles 23 de abril de 20252



enero de 2016 todas las referencias al salario mínimo,
como parámetro de medida para fines diversos al la-
boral, deben considerarse efectuados a la Unidad de
Medida y Actualización.

Lo anterior, con independencia de la obligación deter-
minada en el artículo cuarto transitorio del menciona-
do decreto constitucional, en la que se otorgó a los or-
ganismos legislativos para que en el plazo máximo de
un año se eliminaran las referencias al salario mí-
nimo y las modificara por la mención de la Unidad de
Medida y Actualización.

Además, el artículo quinto transitorio del decreto
constitucional precisa la creación de una legislación
que regule el valor de la Unidad de Medida y Actuali-
zación, la cual fue creada el 30 de diciembre de 2016,
bajo el nombre de Ley para Determinar el Valor de la
Unidad de Medida y Actualización, la cual, en sus ar-
tículos 2, fracción III y 3, establece la definición y for-
ma de cálculo de esa medida, en los términos siguien-
tes:

“Artículo 2. Para efectos de lo dispuesto en la pre-
sente ley, se entenderá por:

...

III. UMA: A la Unidad de Medida y Actualización
que se utiliza como unidad de cuenta, índice, ba-
se, medida o referencia para determinar la cuan-
tía del pago de las obligaciones y supuestos pre-
vistos en las leyes federales, de las entidades
federativas y de la Ciudad de México, así como
en las disposiciones jurídicas que emanen de di-
chas leyes.

Artículo 3. Las obligaciones y supuestos denomina-
dos en UMA se considerarán de monto determina-
do y se solventarán entregando su equivalente en
moneda nacional. Al efecto, deberá multiplicarse el
monto de la obligación o supuesto, expresado en las
citadas unidades, por el valor de dicha unidad a la
fecha correspondiente”.

Conforme con esto, es incuestionable que, tratándose
de la determinación relativa a la cuota diaria de pen-
sión, el parámetro utilizado para su cálculo es el sa-
lario mínimo general vigente, pues se trata de una
prestación laboral y no alguna otra de las obligacio-

nes y supuestos para los cuales aplica la Unidad de
Medida y Actualización.5

El salario mínimo ha sido utilizado históricamente co-
mo instrumento de indexación, base y cálculo de los
montos de las obligaciones previstas en los diversos
ordenamientos jurídicos ajenos a la materia laboral,
tales como alimentos, reparación de daños y perjui-
cios, responsabilidades en materia civil, sanciones en
materia administrativa, fiscal y regulatoria, responsa-
bilidad penal o límites para delitos, multas en amparo,
entre otros.6

La UMA se utiliza como unidad de cuenta, índice, ba-
se, medida o referencia para determinar la cuantía del
pago de las obligaciones y supuestos previstos en las
leyes federales, de las entidades federativas y de la
Ciudad de México, así como en las disposiciones jurí-
dicas que emanen de dichas leyes.

La pensión de retiro de los trabajadores es una pres-
tación de seguridad social derivada de la relación
de trabajo y sustentada propiamente en el salario, in-
cluso para generarla y pagarla se atiende al fondo
constituido durante la vida activa laboral, median-
te aportaciones del salario percibido, topadas a la
cantidad máxima de diez veces el salario mínimo,
por tanto, es claro que esa prestación es de natura-
leza laboral.7

No pasan desapercibidas las tesis aisladas8 de los tri-
bunales colegiados de circuito que en su parte condu-
cente señalan:

“… El indicador económico…, que entró en vigor
con el Decreto por el que se declaran reformadas y
adicionadas diversas disposiciones de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de desindexación del salario mínimo, publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de
enero de 2016, es inaplicable como referencia pa-
ra los temas relacionados con las pensiones jubi-
latorias, …

… La Unidad de Medida y Actualización (UMA)…
si bien es cierto que tiene como objeto servir como
índice, base, medida o referencia que excluya al
salario mínimo de esa función para que éste sea
utilizado exclusivamente como instrumento de po-
lítica social, en los términos apuntados, también lo
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es que conforme a la iniciativa de la ley para deter-
minar el valor de la Unidad de Medida y Actualiza-
ción, lo precisado no implica que el salario míni-
mo no pueda seguirse empleando como índice,
unidad, medida o referencia para fines propios
de su naturaleza, como ocurre en el caso de las
disposiciones relativas a la seguridad social y las
pensiones, en las que dicho salario se utiliza co-
mo índice en la determinación del límite máximo
del salario base de cotización; por tanto, la Unidad
de Medida y Actualización (UMA), no implica que
esta unidad de cuenta deba ser utilizada en ma-
teria de seguridad social y para el incremento de
las pensiones otorgadas, en virtud de que el le-
gislador distinguió que existen casos en los que
debe atenderse al concepto de salario mínimo
por disposición expresa de la ley, en concreto, en
materia de seguridad social y de pensiones”.

Si bien es cierto que los criterios antes señalados no
constituyen jurisprudencia, también lo es que recogen
los razonamientos que en su momento tuvieron el
Constituyente Permanente y el Legislador ordinario en
cuanto a la UMA.

Aunado a lo anterior, en la jurisprudencia I.18o.A. J/8
(10a.), emitida por los tribunales colegiados de circui-
to,9 se estipula que, con motivo del decreto de reforma
constitucional del 27 de enero de 2016 y a efecto de
desindexar el salario, el cual históricamente se utilizó
como base y cálculo de los montos de las obligaciones
previstas en diversos ordenamientos jurídicos ajenos a
la materia laboral, ahora se establece la Unidad de
Medida y Actualización para esos fines, reservándose
el uso del salario sólo para cuestiones que no sean
ajenas a su naturaleza laboral. En tal virtud, como
la pensión de retiro de los trabajadores es una pres-
tación de seguridad social derivada de la relación
de trabajo y sustentada propiamente en el salario,
incluso para generarla y pagarla se atiende al fon-
do constituido durante la vida activa laboral, me-
diante aportaciones del salario percibido, topadas a
la cantidad máxima de diez veces el salario mínimo,
es claro que esa prestación es laboral; consecuente-
mente, lo relativo a su monto, actualización, pago o
límite máximo debe aplicarse el salario, por no tra-
tarse de cuestiones ajenas a su naturaleza; además de
atender para esos aspectos a la Unidad de Medida y
Actualización se desnaturalizaría la pensión y se
utilizaría un factor económico ajeno a la prestación

de seguridad social referida, distinta al salario y
ajeno a la pensión, lo cual jurídicamente no es per-
misible.

Atento a la jurisprudencia anterior, lo relativo a su
monto, actualización pago o límite máximo debe apli-
carse el salario, pues de hacerse en UMA, se desnatu-
ralizaría la pensión y se utilizaría un factor económico
ajeno a la prestación de seguridad social, distinta al sa-
lario y ajeno a la pensión.

No obstante lo anterior, en posteriores jurispruden-
cias10 se cambian los criterios antes expuestos y se es-
tablece que la pensión jubilatoria debe cuantificarse
con base en la Unidad de Medida y Actualización y
que en el caso de la desindexación del salario mínimo
derivada de la reforma constitucional del 27 de enero
de 2016 no se establece una regla absoluta de sustitu-
ción del salario mínimo por la Unidad de Medida y
Actualización, sino una regla de juicio aplicable caso
por caso.

Habrá que recordar que México ha suscrito diversos
instrumentos internacionales en materia laboral, fun-
damentalmente con la Organización Internacional del
Trabajo que tiene como objetivo mejorar las condicio-
nes de vida y laborales de los trabajadores.11

Por su parte, la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos (CIDH) y la Relatoría Especial sobre Dere-
chos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales
(Redesca) han hechos exhortos a los estados para ga-
rantizar el derecho a la seguridad social y, particular-
mente, el derecho a la pensión.12

Asimismo, la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos ha establecido que las prestaciones deben ser
suficientes en importe y duración para permitir a
las personas jubiladas gozar de condiciones de vida
adecuadas y de acceso suficiente a la atención de su
salud sin discriminación.13

México recientemente ratificó la Convención Inter-
americana sobre la Protección de los Derechos Huma-
nos de las Personas Mayores14 cuyo objeto es promo-
ver, proteger y asegurar el reconocimiento y el pleno
goce y ejercicio, en condiciones de igualdad, de todos
los derechos humanos y libertades fundamentales de la
persona mayor, a fin de contribuir a su plena inclusión,
integración y participación en la sociedad.
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En ese marco y sin desconocer los compromisos inter-
nacionales, habrá que considerar que la UMA es in-
aplicable como referencia para los temas relacionados
con las pensiones jubilatorias.

En tratándose de las disposiciones relativas a la segu-
ridad social y las pensiones es aplicable el salario mí-
nimo y no la UMA, por lo cual, a continuación, plan-
temos la propuesta de modificación al artículo 123 de
la Constitución de la República en un cuadro compa-
rativo.

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

El Constituyente Permanente debe establecer de ma-
nera expresa que en tratándose de las disposiciones re-
lativas a las pensiones es aplicable el salario mínimo y
no la UMA.

Por todo lo anterior, someto a consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 123, apar-
tado A, fracción VI, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma el artículo 123, apartado
A, fracción VI, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para quedar en los siguientes
términos:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo
digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la
creación de empleos y la organización social de traba-
jo, conforme a la ley.

…

Apartado A. …

I. a V. …

VI. Los salarios mínimos que deberán disfrutar los
trabajadores serán generales o profesionales. Los
primeros regirán en las áreas geográficas que se de-
terminen; los segundos se aplicarán en ramas deter-
minadas de la actividad económica o en profesio-
nes, oficios o trabajos especiales. En el caso de las
pensiones jubilatorias establecidas en los orde-
namientos jurídicos serán cubiertas en salarios
mínimos y éstas no deberán cuantificarse con
base en la Unidad de Medida y Actualización.

…

…

VII. a la XXXI…

B. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión, en el ámbito de su
competencia, contará con noventa días naturales des-
pués de la entrada en vigor del presente decreto para
hacer las adecuaciones necesarias a los ordenamientos
jurídicos correspondientes a efecto de armonizarlos
con el mismo.

Notas
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Diputado Carlos Enrique Canturosas Villareal (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 28 DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MA-
TERIA DE INSTALACIONES ESTRATÉGICAS, A CARGO DEL

DIPUTADO CARLOS ENRIQUE CANTUROSAS VILLAREAL,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM

El que suscribe, diputado Carlos Enrique Canturosas
Villareal, integrante del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México en la LXVI Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta honorable soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo
al artículo 28 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en materia de instalaciones es-
tratégicas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los artículos 25, párrafo quinto; 27, párrafo sexto y
séptimo, y 28, párrafos cuarto y sexto, de la Constitu-
ción de la República señalan cuáles son las áreas es-
tratégicas.

En las áreas estratégicas se contempla la planeación y
el control del sistema eléctrico nacional, y del servicio
público de transmisión y distribución de energía eléc-
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trica, así como de la exploración y extracción de pe-
tróleo y demás hidrocarburos; la explotación de los
minerales radiactivos y litio; telégrafos y radiotelegra-
fía; minerales radiactivos, generación de energía nu-
clear, y el servicio de internet que provea el Estado,
entre otras. 

La comunicación vía satélite y los ferrocarriles, tanto
para transporte de pasajeros como de carga son consi-
derados dentro de las áreas prioritarias, amén de que el
Estado, al ejercer en ellas su rectoría, protegerá la se-
guridad y la soberanía de la nación. 

Al respecto, es aplicable lo sostenido por la Segunda
Sala en su Decima Época, en la Tesis 2a. XLIV/2017
(10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación. Libro 40, marzo de 2017, Tomo II,
página 1,382, bajo el rubro:

“Áreas Estratégicas. Su concepto. La expresión
indicada se agregó al texto constitucional mediante
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción de 3 de febrero de 1983, por el que se refor-
maron y adicionaron, entre otros, los artículos 25,
26, 27 y 28 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en virtud de que se incor-
poró un capítulo económico que tuvo como objeti-
vo fijar los fines de la rectoría del Estado mediante
el fomento del crecimiento económico, establecien-
do y ordenando de manera explícita sus atribucio-
nes en esa materia, en aras del interés general; de
ahí que se introdujeron distintos conceptos como el
de “áreas estratégicas”, entendidas como aquellas
actividades económicas reservadas para uso ex-
clusivo del Estado, a través de los organismos y
empresas que requiera para su eficaz manejo,
que ameritan esa categoría por razones de inte-
rés general necesario para el desarrollo econó-
mico del país, es decir, son aquellas funciones
identificadas con la soberanía económica, los
servicios a cargo exclusivo del Gobierno Federal
y la explotación de bienes de dominio directo,
que por su significado social y nacional se orien-
tan por el interés general que sólo garantiza el
manejo del Estado, tal como lo estableció el Po-
der Revisor de la Constitución”.

En atención a lo dispuesto en el artículo 146 de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública,
se considera como instalación estratégica a los espa-

cios, inmuebles, construcciones, equipos y demás
bienes destinados al funcionamiento, mantenimiento y
operación de las actividades consideradas como estra-
tégicas por la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como aquellos que tienden a
mantener la integridad, estabilidad y permanencia del
Estado mexicano en términos de la Ley de Seguridad
Nacional.1

El artículo 2, fracción XXXII, de la Ley General de
Protección Civil señala el concepto de Infraestructura
Estratégica, como “Aquella que es indispensable para
la provisión de bienes y servicios públicos, y cuya des-
trucción o inhabilitación es una amenaza en contra de
la seguridad nacional y ocasionaría una afectación a la
población, sus bienes o entorno. La unidad mínima de
dicha Infraestructura Estratégica es la Instalación vi-
tal”.

Que de acuerdo a las funciones que realizan, su capa-
cidad productiva, repercusiones por la suspensión de
operaciones, su impacto a nivel nacional, regional o
local, y su magnitud por el daño físico hacia sus insta-
laciones vitales, la infraestructura estratégica se clasi-
fica en 3 niveles2:

I. Nivel “A” (de impacto a nivel local), cuya afecta-
ción a este tipo de instalaciones repercute en un pe-
rímetro geográfico y población reducidas.

II. Nivel “AA” (de impacto a nivel regional), en el
que la afectación a este tipo de instalaciones perju-
dica a importantes zonas geográficas del país.

III. Nivel “AAA” (de impacto a nivel nacional), en
el que la afectación a este tipo de instalaciones im-
plica la interrupción directa a los procesos normales
de operación, desestabilizando importantes sectores
como el político, económico, social, ecológico y de
seguridad del país.

Atendiendo a esta clasificación, las instalaciones es-
tratégicas son fundamentales para la estabilidad eco-
nómica del país y, por ende, su correcto funciona-
miento permite garantizar el suministro de energía,
facilitar el comercio y atraer inversión extranjera.

En términos del poder económico, estas infraestructu-
ras influyen en diversos subcampos:
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• Poder financiero: La estabilidad del sistema ban-
cario depende de una infraestructura confiable.

• Poder industrial: La manufactura y producción re-
quieren acceso constante a energía y transporte.

• Poder comercial: El comercio exterior se ve afec-
tado por la seguridad de puertos y aeropuertos.

La inversión en seguridad y modernización de estas
infraestructuras es clave para fortalecer la competitivi-
dad de México en el escenario global.

Ahora bien, las instalaciones estratégicas constituyen
un elemento central en la estabilidad y el desarrollo de
cualquier nación, pues son esenciales para el funcio-
namiento de sectores críticos como la energía, la segu-
ridad, las telecomunicaciones y el transporte. 

En México, estas infraestructuras han adquirido un pa-
pel preponderante debido a la creciente interdepen-
dencia económica global y a los riesgos emergentes en
materia de seguridad nacional. 

La protección de estas instalaciones no sólo es una
prioridad del Estado, sino que también influye en la
seguridad económica, la inversión extranjera y la pro-
yección geopolítica del país.

La importancia de las instalaciones estratégicas radica
en su contribución al mantenimiento del orden y la es-
tabilidad. Se trata de activos cuya alteración, daño o
interrupción podría comprometer la seguridad nacio-
nal y la continuidad de los servicios esenciales. 

En este contexto, las instalaciones estratégicas son
aquellas infraestructuras cuyo funcionamiento es in-
dispensable para la seguridad, la economía y la opera-
tividad del Estado. 

La doctrina militar y de seguridad las considera como
puntos de alto valor táctico que requieren protección
prioritaria.

Este elemento militar de alto valor táctico se encuen-
tra contenido en la defensa de la integridad, la inde-
pendencia, así como en la protección de la soberanía
de la nación,3 y el mantenimiento del estado de dere-
cho en las zonas marinas mexicanas.4

Desde un enfoque económico, las instalaciones estra-
tégicas son aquellas que facilitan el desarrollo indus-
trial, la competitividad internacional y la soberanía
energética del país.

Las instalaciones estratégicas fungen como elemento
de interconectividad con sectores clave, debido a que
no operan de manera aislada; su función impacta di-
rectamente a otras áreas estratégicas y su importancia
las convierte en objetivos de ataques físicos, sabotaje
y ciberataques, lo que las convierte como puntos de
vulnerabilidad a amenazas físicas y cibernéticas.

Asimismo, mantenimiento y desarrollo requieren una
inversión significativa, principalmente del sector pú-
blico y, por ende, la disrupción de los servicios de es-
tas instalaciones puede causar crisis económicas, polí-
ticas o sociales.

El control y la protección de las instalaciones estraté-
gicas son aspectos fundamentales de la seguridad na-
cional. En México, la relación entre estas infraestruc-
turas y la política pública se refleja en la intervención
del Estado en su regulación, administración y seguri-
dad.

Desde un enfoque geopolítico, México se encuentra en
una posición estratégica debido a su acceso a los océ-
anos Atlántico y Pacífico, su proximidad con Estados
Unidos de América (EUA) y su riqueza en recursos
naturales.

Esos factores han convertido al país en un punto clave
para el comercio global y la seguridad energética. 

La defensa de sus instalaciones estratégicas no sólo
responde a una necesidad interna, sino también a pre-
siones internacionales relacionadas con la estabilidad
de los mercados energéticos y comerciales.

La participación de las Fuerzas Armadas en la protec-
ción de infraestructuras clave ha sido una constante en
la política de seguridad nacional. 

En los últimos años, el despliegue de la Guardia Na-
cional en refinerías, instalaciones eléctricas y puertos
ha reforzado la presencia del Estado en estos sectores. 

No desconocemos que el Estado mexicano está obli-
gado por compromisos internacionales a proteger, por
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ejemplo, los materiales nucleares (resguardados en las
instalaciones estratégicas), lo cual es señalado en la
Convención sobre la Protección Física de los Materia-
les Nucleares (CPFMN).

Las instalaciones estratégicas en México representan
un pilar fundamental para la seguridad y el desarrollo
del país. 

Su protección es un desafío multidimensional que re-
quiere la participación del Estado, el sector privado y
la cooperación internacional. 

La modernización, la inversión en ciberseguridad y la
coordinación entre sectores serán factores determinan-
tes para garantizar su estabilidad a largo plazo.

Por estas razones es que consideramos de vital impor-
tancia conceptualizar las instalaciones estratégicas en
el texto de la Carta Magna. A continuación, hacemos
un cuadro comparativo del texto vigente y la propues-
ta de reforma que plantea esta iniciativa:

Por todo lo anterior, someto a consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un párrafo al artícu-
lo 28 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en materia de instalaciones estraté-
gicas

Artículo Único. Se adiciona con un último párrafo el
artículo 28 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar en los siguientes tér-
minos:

Artículo 28. …

…

…

…

…

Se consideran instalaciones estratégicas a los espa-
cios, inmuebles, construcciones, muebles, equipo y
demás bienes, destinados al funcionamiento, man-
tenimiento y operación de las actividades inheren-
tes a las áreas estratégicas señaladas en esta Cons-
titución, así como de aquellas que tiendan a
mantener la integridad, estabilidad y permanencia
del Estado mexicano.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión, en el ámbito de su
competencia, contará con noventa días naturales des-
pués de la entrada en vigor del presente decreto para
hacer las adecuaciones necesarias a los ordenamientos
jurídicos correspondientes a efecto de armonizarlos
con el mismo.

Notas

1 https://www.segurilatam.com/seguridad-por-sectores/infraes-

tructuras-criticas/instalaciones-estrategicas_20190829.html
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2 Gobierno de México (s./f.). Seguridad a la infraestructura vital.

Recuperado de https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/fi-

le/854263/Tema_3_Socio-organizativos.pdf 

3 Artículo 1 de la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexi-

canos

4 Artículo 1 de la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexi-

canos

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de abril de 2025.

Diputado Carlos Enrique Canturosas Villareal (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 46 DE LA LEY DE LA COMI-
SIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS, A CARGO

DE LA DIPUTADA MARÍA GRACIELA GAITÁN DÍAZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM

La suscrita, María Graciela Gaitán Díaz, diputada in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México en la Sexagésima Sexta Legis-
latura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, en ejercicio de la facultad que le
confieren el artículo 71, fracción II, y 72 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así
como los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, somete a consideración de esta soberanía
iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma el artículo 46 de la Ley de la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, máximo ordenamiento en nuestro país, estable-
ce, en su artículo 102, apartado B, que el Congreso de

la Unión y las legislaturas de las entidades federativas,
establecerán organismos de protección de los derechos
humanos, los cuales contarán con autonomía de ges-
tión y presupuestaria, personalidad jurídica y patrimo-
nio propios y conocerán de quejas en contra de actos u
omisiones de naturaleza administrativa provenientes
de cualquier autoridad o servidor público que violen
estos derechos, así como de la investigación de hechos
que constituyan violaciones graves de derechos huma-
nos, cuando así lo juzgue conveniente o lo pidiere el
Ejecutivo federal, alguna de las Cámaras del Congre-
so de la Unión, los titulares de los poderes ejecutivos
de las entidades federativas o las legislaturas de éstas.

Asimismo, nuestra Carta Magna estipula que la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos, así como las
comisiones de derechos humanos de las entidades fe-
derativas formularán recomendaciones públicas, no
vinculatorias, denuncias y quejas ante las autoridades
respectivas, así como que todo servidor público está
obligado a responder las recomendaciones que les pre-
senten estos organismos y que cuando las recomenda-
ciones emitidas no sean aceptadas o cumplidas por las
autoridades o servidores públicos, estos deberán fun-
dar, motivar y hacer pública su negativa; además, la
Cámara de Senadores o, en sus recesos, la Comisión
Permanente, o las legislaturas de las entidades federa-
tivas, según corresponda, podrán llamar, a solicitud de
estos organismos, a las autoridades o servidores públi-
cos responsables para que comparezcan ante dichos
órganos legislativos, a efecto de que expliquen el mo-
tivo de su negativa.

Como se puede advertir, una de las funciones primor-
diales de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos consiste en proteger, respetar, promover y ga-
rantizar los derechos humanos de todas las personas,
de conformidad, además, con lo dispuesto en el artícu-
lo 1 de la Constitución general de la República.

En este sentido, en términos de la ley que reglamenta
el funcionamiento de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, ésta tiene distintas funciones, entre
las que destacan:

1. Recibir quejas de presuntas violaciones a dere-
chos humanos;

2. Conocer e investigar a petición de parte, o de ofi-
cio, presuntas violaciones de derechos humanos;
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3. Formular recomendaciones públicas no vincula-
torias y denuncias y quejas ante las autoridades res-
pectivas, en los términos establecidos por el artícu-
lo 102, apartado B, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos;

4. Procurar la conciliación entre los quejosos y las
autoridades señaladas como responsables, así como
la inmediata solución de un conflicto planteado,
cuando la naturaleza del caso lo permita;

5. Investigar hechos que constituyan violaciones
graves de derechos humanos, cuando así lo juzgue
conveniente o lo pidiere el Ejecutivo federal, algu-
na de las Cámaras del Congreso de la Unión, el go-
bernador de un estado, el jefe de Gobierno del Dis-
trito Federal o las legislaturas de las entidades
federativas.

Ahora bien, de acuerdo con el numeral 4 de la ley en
cita, para la defensa y promoción de los derechos hu-
manos se observarán los principios de universalidad,
interdependencia, indivisibilidad y progresividad, así
como que los procedimientos de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos deberán ser breves y senci-
llos y estarán sujetos sólo a formalidades esenciales
que requiera la documentación de los expedientes res-
pectivos; seguirán además los principios de inmedia-
tez, concentración y rapidez. Se procurará, en la medi-
da de lo posible, el contacto directo con quejosos,
denunciantes y autoridades para evitar la dilación de
las comunicaciones escritas.

Por su parte, el artículo 46 de la Ley de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos establece el
procedimiento que se debe seguir en caso de que,
derivado de la queja o denuncia de la parte quejosa,
se emita la recomendación en los términos siguien-
tes:

1. La recomendación será pública y no tendrá ca-
rácter imperativo para la autoridad o servidor públi-
co a los cuales se dirigirá.

2. Una vez recibida, la autoridad o servidor público
de que se trate informará, dentro de los quince días
hábiles siguientes a su notificación, si acepta dicha
recomendación. Entregará, en su caso, en otros
quince días adicionales, las pruebas correspondien-
tes de que ha cumplido con la recomendación. Di-

cho plazo podrá ser ampliado cuando la naturaleza
de la recomendación así lo amerite.

El propio dispositivo legal de referencia señala que,
cuando las recomendaciones emitidas no sean acepta-
das o cumplidas, se procederá conforme a lo siguien-
te:

a) La autoridad o servidor público de que se trate
deberá fundar, motivar y hacer pública su negativa
y atender los llamados de la Cámara de Senadores
o, en sus recesos, la Comisión Permanente, a com-
parecer ante dichos órganos legislativos, a efecto de
que expliquen el motivo de su negativa.

b) La Comisión nacional determinará, previa con-
sulta con los órganos legislativos referidos en el in-
ciso anterior, en su caso, si la fundamentación y
motivación presentadas por la autoridad o servidor
público que se hubiese negado a aceptar o cumplir
las recomendaciones emitidas, son suficientes y ha-
rá saber dicha circunstancia por escrito a la propia
autoridad o servidor público y, en su caso, a sus su-
periores jerárquicos, para los efectos del siguiente
inciso.

c) Las autoridades o servidores públicos a quienes
se les hubiese notificado la insuficiencia de la fun-
damentación y motivación de la negativa informa-
rán dentro de los quince días hábiles siguientes a la
notificación del escrito referido en el inciso que an-
tecede si persisten o no en la posición de no aceptar
o no cumplir la recomendación.

d) Si persiste la negativa, la Comisión nacional po-
drá denunciar ante el Ministerio Público o la autori-
dad administrativa que corresponda a los servidores
públicos señalados en la recomendación como res-
ponsables.

Sin embargo, como se dijo con anterioridad, si bien es
cierto que el artículo 46 de la ley que nos ocupa esta-
blece el procedimiento respectivo en caso de que la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos resuel-
va hacer una recomendación, también es verdad que
en este procedimiento en ninguna parte se da partici-
pación a la parte quejosa o denunciante para que ma-
nifieste lo que a su derecho convenga, siendo que es la
parte a quien se le transgredieron sus derechos huma-
nos y fundamentales, reconocidos en la Constitución
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federal y en los tratados internacionales de los que
México forma parte.

Destaco que en el sistema jurídico mexicano existe,
por excelencia, el juicio de amparo, medio jurisdiccio-
nal de protección de derechos humanos, cuya finalidad
radica, en caso de que se conceda el amparo y protec-
ción de la justicia federal y la sentencia respectiva cau-
se ejecutoria, en restituir a la persona o personas en el
pleno goce del derecho humano y fundamental viola-
do.

En este sentido, la Ley de Amparo establece un proce-
dimiento de ejecución de sentencia con el fin de que
ésta quede debidamente cumplida, en los términos si-
guientes:

“Ley de Amparo
11 Título Tercero

Cumplimiento y Ejecución

Capítulo I
Cumplimiento e Inejecución

Artículo 192. Las ejecutorias de amparo deben ser
puntualmente cumplidas. Al efecto, cuando cause
ejecutoria la sentencia en que se haya concedido el
amparo, o se reciba testimonio de la dictada en re-
visión, la jueza o el juez de distrito o el tribunal co-
legiado de apelación, si se trata de amparo indirec-
to, o el tribunal colegiado de circuito, tratándose de
amparo directo, la notificarán sin demora a las par-
tes

[...]

Artículo 196. Cuando el órgano judicial de amparo
reciba informe de la autoridad responsable de que
ya cumplió la ejecutoria, dará vista al quejoso y, en
su caso, al tercero interesado, para que dentro del
plazo de tres días manifiesten lo que a su derecho
convenga. En los casos de amparo directo la vista
será de diez días donde la parte afectada podrá ale-
gar el defecto o exceso en el cumplimiento. Dentro
del mismo plazo computado a partir del siguiente al
que haya tenido conocimiento de su afectación por
el cumplimiento, podrá comparecer la persona ex-
traña a juicio para defender su interés.

[...]”.

De la transcripción anterior se desprende que en el
proceso de cumplimiento de la sentencia en el juicio
de amparo se otorga un plazo para que la parte quejo-
sa manifieste lo que a su derecho convenga en relación
con el cumplimiento dado por la o las autoridades res-
ponsables, manifestaciones que el juzgador de ampa-
ro, en el momento en que resuelva sobre el acatamien-
to del fallo protector, las tomará en cuenta.

Por las razones anteriores, consideramos que, una vez
que se determinó, por parte de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos, la existencia de una viola-
ción a los derechos humanos de las personas que in-
terpusieron la denuncia correspondiente y se emitió la
recomendación en el procedimiento de aceptación es
indispensable que participe la parte quejosa, la cual re-
sultó víctima de violación de derechos humanos, para
manifestar lo que a su derecho conviene y que éstas
sean tomadas en consideración por la Comisión, máxi-
me cuando, como se regula en la ley que nos ocupa, la
o las autoridades pueden no aceptar la recomendación.

En efecto, actualmente la ley de la materia, una vez
que se emite la recomendación respectiva, ya no prevé
ninguna participación de la parte quejosa, lo que im-
plica dejarla en estado de indefensión, dado que, en es-
te procedimiento no puede manifestar lo que a su de-
recho conviene, pues en caso de que la o las
autoridades acepten cumplir con la recomendación,
sólo queda al prudente arbitrio de la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos determinar el cumpli-
miento de la recomendación en sus términos, sin que
la parte quejosa manifieste lo que a su derecho con-
venga.

En efecto, los mecanismos de protección de derechos
humanos en nuestro país, como la queja o denuncia
ante la Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
encuentran su razón de ser en la restitución que se ha-
ga a las personas que les han sido vulnerados o trans-
gredidos sus derechos humanos y fundamentales, lo
cual significa que la participación de éstas en todas las
etapas de los procedimientos correspondientes es cru-
cial, pues es quien resintió directamente la afectación.

De ahí que consideremos necesario hacer las modifi-
caciones correspondientes a la Ley de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, por lo cual someto a
consideración de esta asamblea la siguiente iniciativa
con proyecto de 
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Decreto por el que se reforma el artículo 46 de la
Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos

Artículo Único. Se reforma el artículo 46 de la Ley de
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, para
quedar como sigue:

Artículo 46. …

En todo caso, una vez recibida, la autoridad o servidor
público de que se trate informará, dentro de los quince
días hábiles siguientes a su notificación, si acepta di-
cha recomendación. Entregará, en su caso, en otros
quince días adicionales, las pruebas correspondientes
de que ha cumplido con la Recomendación. Dicho pla-
zo podrá ser ampliado cuando la naturaleza de la Re-
comendación así lo amerite. Cuando se reciba infor-
me de la autoridad de que ya cumplió la
recomendación, dará vista al quejoso, para que
dentro del plazo de cinco días hábiles manifieste lo
que a su derecho convenga. 

Cuando las recomendaciones emitidas no sean acepta-
das o cumplidas, se procederá conforme a lo siguien-
te: 

a) La autoridad o servidor público de que se trate
deberá fundar, motivar y hacer pública su negativa,
y atender los llamados de la Cámara de Senadores
o, en sus recesos, la Comisión Permanente, a com-
parecer ante dichos órganos legislativos, a efecto de
que expliquen el motivo de su negativa. Se deberá
notificar a la parte quejosa para que de manera
presencial o por escrito, manifieste lo que a su
derecho convenga.

b) …

c) Las autoridades o servidores públicos, a quienes
se les hubiese notificado la insuficiencia de la fun-
damentación y motivación de la negativa, informa-
rán dentro de los quince días hábiles siguientes a la
notificación del escrito referido en el inciso que an-
tecede, si persisten o no en la posición de no acep-
tar o no cumplir la recomendación. Se deberá noti-
ficar a la parte quejosa para que manifieste lo
que a su derecho convenga en el plazo de cinco
días hábiles.

d) …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de abril de 2025.

Diputada María Graciela Gaitán Díaz (rúbrica)

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES AL CÓDIGO PE-
NAL FEDERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA LUISA

MENDOZA MONDRAGÓN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PVEM

La que suscribe, diputada María Luisa Mendoza Mon-
dragón, integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México en la LXVI Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, en ejercicio de la facultad conferida por
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción I del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía iniciativa
con proyecto de decreto por el que se adiciona un Ca-
pítulo III Quáter, denominado Explotación Financiera,
con un artículo 390 Ter, al Título Vigésimo Segundo
del Código Penal Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Demográficamente, México es un país con tendencia
al envejecimiento de su población, de acuerdo con el
Diagnóstico de las personas adultas mayores en Mé-
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xico II, elaborado por el Instituto Nacional de las Per-
sonas Adultas Mayores, el cual proyecta que para 2030
nuestro país se encontrará en una etapa de envejeci-
miento poblacional avanzado, alcanzando los 20.6 mi-
llones de personas de 60 años o más;1 y según estima-
ciones del Consejo Nacional de Población (Conapo,
2023), se prevé que, a partir de 2056, la diferencia en-
tre el total de nacimientos y defunciones en nuestro
país se acerque a cero.

Este proceso no es nuevo, desde 1970 la proporción de
personas de 60 años o más ha experimentado un creci-
miento constante tanto en términos relativos como ab-
solutos, ello debido a descensos significativos en las
tasas de fecundidad y mortalidad.2 De desarrollarse
conforme a lo previsto, todo apunta a que a lo largo de
las décadas venideras se experimentarán cambios sig-
nificativos en la dinámica demográfica nacional, tales
como: contracción de la pirámide poblacional, ampli-
tud de grupos de edad intermedios y avanzados, femi-
nización del envejecimiento y una disminución gra-
dual de la tasa de crecimiento natural.3

Conocer estos datos nos obliga a trabajar en una pla-
nificación demográfica que vaya acompañada de polí-
ticas públicas que aborden las implicaciones de contar
con una proporción significativa de personas adultas
mayores en consonancia con la adecuación de nuestro
marco normativo para que esté alineado a la realidad y
las necesidades que el momento exige.

Sin lugar a dudas, la procuración y atención de las per-
sonas adultas mayores debe seguir la ruta iniciada des-
de 2018 por priorizar su bienestar, a modo de retribu-
ción por el trabajo y esfuerzo entregado en la
construcción de nuestra nación, para que, de este mo-
do, se garantice una vejez digna para todas y todos.

El ejemplo más claro del cambio de enfoque y nueva
estrategia para este grupo etario se hace evidente con
la Pensión para el Bienestar de las Personas Adultas
Mayores, cuyo objetivo de mejorar la situación de pro-
tección social de toda la población adulta mayor de 65
años de edad en adelante, a través de un pago mensual
sin intermediarios, ha resultado en uno de los progra-
mas sociales más nobles de los últimos tiempos.

Al ser reconocida como un derecho en nuestra Consti-
tución política, la Pensión para el Bienestar de las Per-
sonas Adultas Mayores obliga al Estado mexicano y a

las entidades federativas a cumplir y hacer cumplir su
entrega; además, al especificar su universalidad, se ga-
rantiza el apoyo sin importar condición social o eco-
nómica, ideologías, creencias y cualquier otro tipo de
diferencia, siempre en pro de mejorar las condiciones
de vida y permitir el acceso a la protección social de
este grupo poblacional.

Asimismo, como otra muestra del redoble de esfuer-
zos para la atención de los adultos mayores, en 2024,
por iniciativa de la Presidenta de México, la doctora
Claudia Sheinbaum Pardo, se creó la Pensión Mujeres
Bienestar con el fin de que las mujeres de 60 a 64 años
reciban un apoyo económico, siguiendo el mismo te-
nor de reconocimiento por su trabajo en el hogar, mu-
chas veces invisible y sin remuneración. Se debe tener
en cuenta que muchas mujeres, por asumir esas res-
ponsabilidades domésticas, se vieron imposibilitadas
para acceder a la seguridad social y a una jubilación.

Sin dudas, esta estrategia tan generosa significa un
cambio de paradigma en la atención de los adultos ma-
yores, que por muchos años fueron relegados a la aten-
ción de la familia, al ámbito privado, sin la correspon-
sabilidad del Estado. Esta estrategia requiere hoy más
que nunca de una adecuación a las necesidades y exi-
gencias de una creciente población de personas adul-
tas mayores.

Los datos expuestos destacan la necesidad de fortale-
cer la protección de derechos humanos de los adultos
mayores que enfrentan exclusión y rechazo; al respec-
to, la discriminación hacia las personas adultas mayo-
res se manifiesta a través de estigmas y prejuicios que
impactan su autonomía, salud, inclusión y participa-
ción en diversas esferas sociales.4

En relación con ello, el informe Envejecimiento en

América Latina y el Caribe, inclusión y derechos de

las personas mayores (2022), elaborado para el cuarto
examen y evaluación del Plan de Acción Internacional
de Madrid sobre el Envejecimiento, destaca que los es-
fuerzos en la región dirigidos a combatir la discrimi-
nación hacia las personas adultas mayores se han en-
focado en garantizar la efectividad de sus derechos y
evidenciar las barreras que dificultan su pleno disfru-
te.5

No obstante lo anterior, no se han atendido las prácti-
cas de maltrato o abuso de las que son víctimas en dis-
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tintas modalidades las personas adultas mayores pues
siguen enfrentando discriminación a causa de estigmas
y prejuicios asociados con la edad, haciéndose paten-
tes a través de acciones o políticas aplicadas a las per-
sonas debido a su pertenencia percibida o real, gene-
rando alguna forma de desventaja, manifestándose de
manera consciente o inconsciente en diversos ámbitos
de la vida social y en distintos momentos de su tra-
yectoria vital.6

De acuerdo con datos de la Encuesta Nacional sobre
Discriminación 2022, elaborada por el Instituto Nacio-
nal de Estadística y Geografía (Inegi), en nuestro país
61.06 por ciento de personas adultas mayores sostiene
que sus derechos son respetados mucho o algo; 30.46
por ciento opina que se respetan poco y 7.79 por cien-
to considera que no se respetan en lo absoluto; en este
contexto, resulta fundamental que se ejecuten acciones
encaminadas a eliminar cualquier tipo de discrimina-
ción y abuso que hoy no se encuentran plasmadas en
la legislación existente.

Según datos de la encuesta citada, las principales pro-
blemáticas percibidas por los adultos mayores son: el
hecho de que su pensión no les alcanza para cubrir sus
necesidades básicas, la falta de oportunidades para
conseguir trabajo, carecer de pensión o jubilación, el
maltrato o abandono y el despojo o robo de sus bien-
es. 

En ese sentido, el Diagnóstico de las personas adultas

mayores en México II relata cómo el fenómeno de la
discriminación y abuso, resultado de la interacción en-
tre estereotipos, prejuicios, estigmas, acciones y com-
portamientos, puede ser examinado mediante la evi-
dencia de sus efectos, partiendo de un análisis que
aborda tres aspectos: autonomía, dependencia econó-
mica e índice de envejecimiento activo.

En primer lugar, la autonomía en la vejez se refiere a
la capacidad de las personas para tomar decisiones y
ejercer control sobre su propia vida, lo que implica li-
bertad e independencia en la toma de decisiones per-
sonales, sociales y de salud. Ahí, 80.7 por ciento de las
personas de 60 años y más afirmaron sentir mucha li-
bertad para tomar sus propias decisiones, mientras que
10.8 por ciento indicó tener alguna libertad, 7.8 por
ciento mencionó tener poca libertad y solo 0.7 por
ciento señaló no tener ninguna libertad.

Esto indica que, a mayor edad, existe una tendencia a
percibir una menor autonomía, lo que impacta directa-
mente en el ejercicio pleno de los derechos humanos.

Sobre la dependencia económica, las personas enfren-
tan barreras para acceder a empleos, ascensos o sala-
rios equitativos debido a estereotipos, prejuicios, es-
tigmas o actos de discriminación. Aquellas personas
discriminadas en este ámbito también pueden encon-
trar mayores dificultades para construir un patrimonio
y asegurar su bienestar económico a largo plazo, lle-
vándolas a depender económicamente de diferentes
fuentes, como el cónyuge, los hijos o el Estado (Orga-
nización Panamericana de la Salud, OPS, 2021).

En México, las principales fuentes de sustento econó-
mico para las personas de 60 años y más fueron el tra-
bajo o negocio, mencionado por 33.6 por ciento, y la
pensión para adultos mayores, por 33.4 por ciento.

Finalmente, el índice de envejecimiento activo (IEA)
sirve como una herramienta conceptual para evaluar
en qué medida las personas mayores pueden contribuir
a la economía y la sociedad. Además, este índice mide
cómo el entorno facilita o limita el aprovechamiento
del potencial de las personas mayores. En nuestro pa-
ís, el índice de envejecimiento activo (IEA) registra
una puntuación de 39.9, lo que indica un grado medio-
bajo de realización del potencial de las personas ma-
yores en el año 2021.

Por las condiciones expuestas, resulta crucial destacar
que la discriminación hacia las personas mayores, ba-
sada en los indicadores de su autonomía, la dependen-
cia económica y los índices de participación en la so-
ciedad, deriva en abusos y/o maltratos que perjudican
el libre desarrollo de los derechos humanos, por lo que
su identificación merece ser abordada tomando en
cuenta las acciones que deban considerarse delitos, las
cuales muchas veces son normalizadas, pero requieren
ser penalizadas.

En consonancia, de acuerdo con el Informe Especial
sobre la Situación de los Derechos Humanos de las
Personas Mayores en México, elaborado por la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) en
2019, que solicitó a las autoridades el número de de-
nuncias recibidas por presuntos delitos contra perso-
nas mayores, el número de víctimas y sus característi-
cas, arrojó que de 34 mil 200 denuncias, 57 por ciento
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se inició por la comisión de delitos patrimoniales, 16
por ciento por violencia familiar, 8 por ciento por le-
siones, 5 por ciento por amenazas y 4 por ciento por
homicidio.7

De este modo, es innegable apuntar que contar con un
patrimonio es una condición que garantiza autonomía
e independencia, por ello es menester asegurar su pro-
tección frente a cualquier tipo de riesgo o abuso, ya
que muchas veces este es el único medio para asegu-
rar una calidad de vida adecuada que garantice el efec-
tivo ejercicio de sus derechos y les permita disfrutar de
sus bienes como lo deseen. 

Al respecto, la Convención Interamericana sobre la
Protección de los Derechos Humanos de las Personas
Adultas Mayores, ratificada en 2023 por nuestro país,
establece en su artículo 23 el derecho a la propiedad,
que a la letra dice:

“Toda persona mayor tiene derecho al uso y goce de
sus bienes y a no ser privada de estos por motivos
de edad. La ley puede subordinar tal uso y goce al
interés social.

Ninguna persona mayor puede ser privada de sus
bienes, excepto mediante el pago de indemnización
justa, por razones de utilidad pública o de interés
social y en los casos y según las formas establecidas
por la ley. 

Los estados parte adoptarán todas las medidas ne-
cesarias para garantizarle a la persona mayor el
ejercicio del derecho a la propiedad, incluida la li-
bre disposición de sus bienes, y para prevenir el
abuso y la enajenación ilegal de su propiedad.

Los estados parte se comprometen a adoptar medi-
das para eliminar toda práctica administrativa o fi-
nanciera que discrimine a la persona mayor, princi-
palmente a las mujeres mayores y a los grupos en
situación de vulnerabilidad respecto del ejercicio de
su derecho a la propiedad”.

De acuerdo al Informe Especial de la CNDH, en nues-
tro país destaca la incidencia de abusos patrimoniales
contra las personas mayores, tanto de aquellos que se
ejecutan a través de la coacción o de los vínculos de
confianza o parentesco que unen a las personas res-
ponsables con las víctimas. Además, subraya que se

aprecia que en las familias y la sociedad impera la fal-
ta de cultura de respeto, dignidad y reconocimiento de
la calidad de sujetos de derechos humanos, así como la
negación de su capacidad de decisión y autonomía en
lo concerniente a la disposición de sus bienes.8

En suma, de acuerdo con información de la Comisión
Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios
de Servicios Financieros (Condusef), una de cada tres
personas que acude a este organismo descentralizado a
presentar una controversia es un adulto mayor, cuya
cifra ha ido en aumento en los últimos años a medida
que avanza la inclusión financiera y la dispersión de
programas sociales.9

Por los motivos expuestos, considero necesario tipifi-
car el delito de explotación financiera en el Código Pe-
nal Federal de modo que se proteja el derecho a la pro-
piedad de las personas adultas mayores al uso y goce
de sus bienes, salarios y pensiones sin que sean con-
trolados, manipulados, retenidos o sustraídos por cual-
quier persona, especialmente cuando sean personas
con parentesco o se trate de servidores públicos, ade-
más, se contempla un aumento a la pena cuando el ob-
jeto del delito sea la Pensión para el Bienestar de las
Personas Adultas Mayores.

La tipificación de este delito significaría un gran avan-
ce en el compromiso por adoptar medidas para elimi-
nar toda práctica administrativa o financiera que dis-
crimine a las personas mayores y garantizar el
ejercicio del derecho a la propiedad, incluida la libre
disposición de sus bienes, así como para prevenir el
abuso y la enajenación ilegal de su propiedad. 

Además, la pensión no contributiva para adultos ma-
yores como un derecho fundamentado en la Constitu-
ción que el Estado está obligado a entregar requiere
que se priorice su vigilancia de modo que sus benefi-
ciarios puedan disfrutar de ésta sin ningún tipo de li-
mitante, condicionante o alteración de su goce y bene-
ficio.

Para un mejor entendimiento de lo aquí planteado pre-
sentamos el siguiente cuadro comparativo de la pro-
puesta de adición al Código Penal Federal y el texto
vigente del mismo:
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Con esta iniciativa, acompañamos la estrategia que
desde 2018 ha reivindicado el papel de las personas
adultas mayores en nuestro país, otorgándoles plenos
derechos y libertades, conscientes de nuestra tenden-
cia demográfica y reconociendo que durante el enve-
jecimiento se debe seguir disfrutando de una vida ple-
na, independiente y autónoma, con salud, seguridad,
integración y participación activa en las esferas eco-
nómica, social, cultural y política de la sociedad.

Desde el Grupo Parlamentario del Partido Verde Eco-
logista de México proponemos armonizar el marco ju-
rídico interno a los estándares de acuerdos y conven-
ciones internacionales con el fin de ampliar la
protección de las personas mayores, poniendo en el
centro la garantía de la autonomía, con libertad para
tomar decisiones y ejercer control sobre su propia vi-
da, así como la independencia económica que asegure
su bienestar a largo plazo y proteja su patrimonio, pro-
moviendo el envejecimiento activo que reconozca la
contribución a la economía y a la sociedad de este gru-
po etario tan importante para el desarrollo nacional.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta honorable Cámara de Diputa-
dos, la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un Capítulo III Quá-
ter, denominado Explotación Financiera, con un
artículo 390 Ter, al Título Vigésimo Segundo del
Código Penal Federal

Artículo Único. Se adiciona un Capítulo III Quáter,
denominado Explotación Financiera, con un artículo

390 Ter, al Título Vigésimo Segundo del Código Penal
Federal, para quedar como sigue:

Título Vigésimo Segundo
Delitos en contra de las personas en su patrimonio

Capítulo III Quáter
Explotación financiera

Artículo 390 Ter. Comete el delito de explotación
financiera el que se apropie, manipule, retenga o
sustraiga los bienes económicos, salarios, pensio-
nes o ingresos que percibe una persona adulta ma-
yor.

Al responsable de explotación financiera se le im-
pondrán de seis meses a cinco años de prisión y de
ciento ochenta a trescientos sesenta veces el valor
diario de la Unidad de Medida y Actualización vi-
gente.

La pena se aumentará hasta en una mitad cuando
el objeto de la explotación financiera sea la pensión
no contributiva que reciben las personas adultas
mayores establecida en el artículo 4o. de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Secretaría del Bienestar en colaboración con el Instituto Nacio-

nal de las Personas Adultas Mayores, “Diagnóstico de las Personas

Adultas Mayores en México II”, Segundo Informe Semestral, di-

ciembre 2023, p. 9.

2 Ibid. p. 13

3 Ibid. p. 16

4 Ibid. p. 26

5 Ibid. p. 27

6 Ibid. p. 29
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7 Informe Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos

de las Personas Mayores en México, Comisión Nacional de Dere-

chos Humanos, Ciudad de México, 19 de febrero de 2019.

8 Ibid. p. 396

9 Condusef, Prensa, recuperado de:

https://www.condusef.gob.mx/?p=contenido&idc=1117&idcat=1

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de abril de 2025.

Diputada María Luisa Mendoza Mondragón (rúbrica)

QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 3O., 162 Y 164 DE LA LEY

GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN

AL AMBIENTE, A CARGO DE LA DIPUTADA FÁTIMA AL-
MENDRA CRUZ PELÁEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PVEM

Quien suscribe, Fátima Almendra Cruz Peláez, diputa-
da a la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión por el Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, con fundamento en lo dispues-
to por el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1,
fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
cionan los artículos 3o., 162 y 164 de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente (LGEEPA) en el Título Sexto, Medi-
das de Control y de Seguridad y Sanciones, contempla
el procedimiento sancionatorio ambiental, encargado a

la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente,
responsable de vigilar el cumplimiento de la normati-
vidad ambiental, a través del procedimiento adminis-
trativo a efecto de aplicar la justicia ambiental en aten-
ción a las denuncias presentadas e imponer sanciones
de carácter administrativo con la finalidad de evitar y
disminuir el deterioro ambiental.

Por su parte, el Capítulo II del referido Título Sexto
Inspección y Vigilancia, contempla el procedimiento
de inspección y vigilancia conforme a lo dispuesto en
los artículos 161 al 169 de la citada ley, la cual some-
te al inspector a un conjunto de formalidades, desde la
inspección hasta la emisión de un acta de visita cons-
tatando los hechos u omisiones detectados durante la
diligencia, mismas que revisten especial importancia
cuando el acto que se va a realizar es de carácter im-
perativo ya que afecta la esfera jurídica de los particu-
lares, dicho procedimiento es aplicable a las demás le-
yes de carácter ambiental.

Ahora bien, la mencionada autorización faculta y or-
dena a uno o más inspectores a realizar visitas de ins-
pección o verificación y comprobar las disposiciones
legales y reglamentarias en materia ambiental conteni-
das en el al artículo 162 de la LGEEPA, que a la letra
dice:

“Artículo 162. Las autoridades competentes po-
drán realizar, por conducto de personal debidamen-
te autorizado, visitas de inspección, sin perjuicio de
otras medidas previstas en las leyes que puedan lle-
var a cabo para verificar el cumplimiento de este or-
denamiento. Dicho personal, al realizar las visitas
de inspección, deberá contar con el documento ofi-
cial que los acredite o autorice a practicar la inspec-
ción o verificación, así como la orden escrita debi-
damente fundada y motivada, expedida por
autoridad competente, en la que se precisará el lu-
gar o zona que habrá de inspeccionarse y el objeto
de la diligencia”.

Esto significa que los inspectores, para practicar visi-
tas, deberán tener un documento oficial que los acre-
dite o autorice a realizar la inspección o verificación,
así como la orden escrita debidamente fundada y mo-
tivada, expedida por autoridad competente, donde se
precisa el lugar que habrá de inspeccionarse y el moti-
vo de la diligencia.
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La Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable
contempla la figura de la flagrancia en el párrafo se-
gundo de su artículo 167, el cual prevé que:

“Cuando en una sola acta de inspección aparezca
que se han cometido diversas infracciones, deberán
ser sancionadas individualmente. Las actas que se
levanten en casos de flagrancia, deberán hacer
constar con precisión esta circunstancia”.

En relación con lo anterior, el artículo 175 del Regla-
mento de la Ley General de Desarrollo Forestal Sus-
tentable señala lo siguiente:

“Se entiende por flagrancia, las acciones en que los
presuntos infractores sean sorprendidos en ejecución
de hechos contrarios a la Ley o el presente Reglamen-
to o, cuando después de realizados, sean perseguidos
materialmente o alguien los señale como responsables
de su comisión, siempre que se encuentren en posesión
de los objetos o productos materia de la infracción”.

Como podemos observar, en la LGEEPA no se con-
templa la figura jurídica de la flagrancia, razón por la
cual los inspectores no pueden actuar al momento de
un hecho delictivo, al no estar establecido por ley, aun-
que detecten la posible comisión de infracciones en
flagrancia, porque en caso de hacerlo su actuar sería
motivo de demandas de nulidad sustentadas en el artí-
culo 16 de la norma fundamental, pues se alega la
transgresión de lo previsto en la Constitución, al no es-
tar debidamente consagrada la figura en la referida ley
y al no cumplir con los requisitos procedimentales se-
ñalados en el artículo 162 de la misma.

En ese tenor y conforme a los principios constitucio-
nales señalados en el artículo 16 de nuestra Carta
Magna, con relación al principio de legalidad; de re-
serva de ley; de proporcionalidad; de eficacia y de efi-
ciencia, resulta jurídicamente oportuno proponer que
la LGEEPA regule casos específicos de la flagrancia
en materia de inspección, sobre todo, cuando se trata
de salvaguardar derechos constitucionalmente protegi-
dos como es el derecho a un medio ambiente sano.

El objeto de la presente iniciativa es adicionar los artí-
culos 3o., 162 y 164 de la LGEEPA, a efecto de facul-
tar a la Procuraduría Federal de Protección al Ambien-
te para actuar en casos de flagrancia, con la debida
autorización legal, sin ser necesaria una orden escrita

expedida por autoridad competente debidamente fun-
dada y motivada; facultando así a la autoridad am-
biental a levantar actas administrativas en el preciso
momento en que sorprenda a los presuntos infractores
en ejecución de hechos contrarios a la ley, o sea, en
flagrancia.

De esta forma, la autoridad ambiental podrá emitir ac-
tos administrativos cuando los inspectores se encuen-
tren en una operación de vigilancia y sorprendan en
flagrancia a una persona, sin que ello signifique que,
por tratarse de una situación flagrante o de emergen-
cia, no puedan actuar sin previa autorización o denun-
cia para llevar a cabo el acto jurídico.

Ahora bien, si los inspectores actúan en caso de fla-
grancia sin tener la autorización legal, estarían come-
tiendo un acto de violación al principio de legalidad,
de conformidad con lo establecido por el artículo 16
constitucional, el cual señala que, tratándose de las ór-
denes de visita, éstas deben estar fundadas y motiva-
das, además de expresar el objeto o propósito de que
se trate para poder proceder a la inspección o visita ba-
jo el principio de seguridad jurídica.

Como se ha podido observar, del análisis del artículo
167 de la Ley General de Desarrollo Forestal Susten-
table se concluye que, tratándose de los casos de fla-
grancia en materia forestal, estos surgen bajo el es-
quema de los procedimientos administrativos de
inspección y vigilancia en los cuales se levanta un ac-
ta de inspección que deberá hacer constar plenamen-
te que se trata de un caso de dicha naturaleza. Este
procedimiento se encuentra fundamentado en la ley
de modo tal que su aplicación no constituya violacio-
nes al proceso. 

Cabe precisar que los inspectores de la Procuraduría
Federal de Protección al Ambiente no pueden actuar
en todo con base en la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable porque ésta no es supletoria de la
LGEEPA y sólo aplica para actos de materia forestal
y, por otro lado, en la LGEEPA se establece el proce-
dimiento de inspección de manera general en el cual
deben basarse las leyes especiales en materia am-
biental. 

Lo anterior se señala en el tercer párrafo del artículo
160 de la LGEEPA, el cual establece que:
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“Tratándose de materias referidas en esta Ley que
se encuentran reguladas por leyes especiales, el pre-
sente ordenamiento será de aplicación supletoria
por lo que se refiere a los procedimientos de ins-
pección y vigilancia”.

Podemos decir que la naturaleza jurídica de la flagran-
cia es de carácter preventivo, en este caso en materia
ambiental, debido a que con la detención del infractor
en el momento preciso del hecho delictivo o en pose-
sión de los objetos o productos materia de la infrac-
ción o delito se evita un posible daño a los ecosistemas
o al medio ambiente.

Ahora bien, la Carta Magna en el artículo 16 constitu-
cional prevé en su párrafo quinto lo siguiente:

“Cualquier persona puede detener al indiciado en el
momento en que esté cometiendo un delito o inme-
diatamente después de haberlo cometido, poniéndo-
lo sin demora a disposición de la autoridad más cer-
cana y ésta con la misma prontitud, a la del
Ministerio Público. Existirá un registro inmediato
de la detención”.

De ahí que la flagrancia es una figura contemplada en
el texto constitucional y está relacionada con la inme-
diatez del delito.

Considerando que la LGEEPA es la base del sistema
jurídico ambiental, donde se rigen las demás leyes de
carácter ambiental, es necesario y jurídicamente opor-
tuno que se contemple en el procedimiento adminis-
trativo la figura jurídica de la flagrancia, de no ser así
estamos ante una violación a la garantía constitucional
de legalidad, tal como lo sostiene la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, en la tesis jurisprudencial el sig-
nificado del primer párrafo del artículo 16 constitucio-
nal, que refiere:

“Las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les
permite, y asimismo que dentro del sistema consti-
tucional que nos rige, ninguna autoridad puede dic-
tar disposición alguna que no encuentre apoyo en
un precepto de la ley, que el requisito de fundamen-
tación y motivación exigido por el Artículo 16
constitucional… implica una obligación para las
autoridades, de cualquier categoría que éstas sean,
de actuar siempre con apego a las leyes y a la pro-
pia Constitución”.1

En ese tenor, al actualizar las reglas del procedimien-
to de inspección para que la Procuraduría Federal de
Protección al Ambiente pueda actuar legalmente, que-
da sustentado que los actos de autoridad en materia de
flagrancia se realizarán con estricto apego a derecho y
a lo señalado en la ley.

Para la eficacia de los actos de procuración de justicia
ambiental es necesario actualizar el procedimiento ad-
ministrativo de inspección ambiental, reconociendo la
figura jurídica de la flagrancia para que los inspectores
actúen legalmente.

Resulta necesario que se consagre la legalidad de este
tipo de verificaciones, en razón de que los inspectores
aplican el procedimiento establecido para cualquier ti-
po de visita de inspección previsto en los artículos
162, 164 y 165 de la LGEEPA, toda vez que en los ac-
tos en flagrancia se debe distinguir el esquema de los
procedimientos de inspección y de sanción, ya que la
infracción tiene como elemento primordial que el au-
tor de la misma es sorprendido al momento de come-
terla.

En ese tenor se propone adicionar el artículo 162 de
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, para que contemple las actas circunstan-
ciadas en materia de flagrancia.

Asimismo, se debe adicionar el artículo 164, el cual
habla sobre las actas que se deben realizar cuando se
practique una visita, siendo necesario que se contem-
ple el acta circunstanciada en materia de flagrancia.

Lo anterior en razón de que, tratándose de actos en fla-
grancia se debe distinguir el esquema de los procedi-
mientos de inspección en un acta circunstanciada, ya
que no se puede depender de que se libere una orden
previa en el preciso momento que se comete la infrac-
ción, lo cual ocurre en un tiempo determinado, cuando
el responsable es sorprendido en el momento mismo
de estar cometiendo el delito, o bien, cuando se en-
cuentra en posesión de los objetos o cuerpo del delito,
para poder ser éste detenido inmediatamente después
de la comisión del ilícito.

Cabe precisar que los estados de Veracruz, Guanajua-
to, Querétaro y Tlaxcala contemplan en su legislación
ambiental la figura jurídica de la flagrancia.
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Resulta importante que la LGEEPA contemple la defi-
nición de la flagrancia en su artículo tercero para dar
mayor sustento legal al procedimiento del levanta-
miento de las actas circunstanciadas.

De no contemplarse lo anterior se pierde la oportuni-
dad de consagrar legamente el aspecto de la flagrancia
para conceder facultades específicas a los inspectores
y no tener que proceder como lo establece hoy la Ley,
según lo cual es indispensable una orden de inspección
en aras del debido proceso, a diferencia de lo estable-
cido en la Ley Forestal, que sí contempla la flagrancia.

Por todo lo aquí expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de 

Decreto por el que se adicionan los artículos 3o.,
162 y 164 de la Ley General del Equilibrio Ecológi-
co y la Protección al Ambiente

Artículo Único. Se adiciona la fracción XVIII Bis al
artículo 3o. y se adicionan los artículos 162 y 164 de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley se entiende
por:

I. a XVIII. … 

XVIII Bis. Flagrancia Se entiende por flagran-
cia, las acciones en que los presuntos infractores
sean sorprendidos en ejecución de hechos con-
trarios a las disposiciones legales y reglamenta-
rias en materia ambiental o, cuando después de
realizados, sean perseguidos materialmente o al-
guien los señale como responsables de su comi-
sión, siempre que se encuentren en posesión de
los objetos o productos materia de la infracción.

XIX. a XXXIX. …

Artículo 162. …

…

En caso de flagrancia en la comisión de actos que
pudiesen constituir delitos ambientales no se reque-
rirá la orden a la que se refiere el párrafo anterior.

Las autoridades competentes podrán actuar en ca-
so de denuncia o cuando se detecte por la autoridad
la flagrancia en la comisión de un delito o infrac-
ción porque existe riesgo inminente de daños o de-
terioro grave al medio ambiente. 

Quien lleve a cabo la inspección levantará el acta
circunstanciada, misma que deberá, al menos:

I. Precisar lugar, fecha y hora en que ocurrieron
los hechos;

II. Precisar los motivos por lo que se considera
que se actualiza un hecho en flagrancia;

III. Fundar y motivar la competencia de quien
realiza la inspección;

IV. Estar suscrita por el presunto infractor y por
dos testigos que serán designados por éste, en el en-
tendido de que, si la persona con quien se entendió
la diligencia o los testigos, se negaren a firmar el ac-
ta o el interesado se negare a aceptar copia de la
misma dichas circunstancias se asentarán en ella,
sin que esto afecte su validez y valor probatorio.

Artículo 164. …

…

…

…

En caso de flagrancia en la comisión de actos que
pudiesen constituir delitos ambientales se levantará
acta circunstanciada conforme a lo establecido en
el artículo 162 de esta ley.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. En un término de 180 días naturales a la en-
trada en vigor del presente decreto, la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales deberá adecuar
las disposiciones reglamentarias correspondientes
conforme a lo dispuesto en el mismo.
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Nota

1 Jurisprudencia número 203, consultable en foja 512, Segunda

Parte, Salas y Tesis Comunes, del Apéndice al Semanario Judicial

de la Federación 1917-1988, la cual señala: ‘AUTORIDADES.

Las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite”.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de abril de 2025.

Diputada Fátima Almendra Cruz Peláez (rúbrica)

QUE EXPIDE LA LEY PARA LA GESTIÓN SUSTENTABLE DEL

AGUA EN ZONAS ÁRIDAS Y SEMIÁRIDAS, A CARGO DEL

DIPUTADO RICARDO SÓSTENES MEJÍA BERDEJA, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

La suscrita, diputada Fátima Almendra Cruz Peláez,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México en la LXVI Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 160 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La política fiscal es un instrumento fundamental para
la garantía del límite constitucional de equidad y pro-
porcionalidad en la determinación y pago de impues-
tos a través de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Por lo anterior, el Título V de la referida ley, De los
Residentes en el Extranjero con Ingresos Provenientes
de Fuente de Riqueza Ubicada en Territorio Nacional,

específicamente lo previsto en el artículo 160, en tér-
minos generales señala que el impuesto sobre la renta
consiste en aplicar la tasa de 25 por ciento sobre el to-
tal del ingreso obtenido, sin deducción alguna; el se-
gundo párrafo del artículo en mención refiere a la en-
ajenación de bienes inmuebles por residentes que no
tengan un establecimiento permanente en el país.

El título en mención clasifica a los residentes en el pa-
ís y en el extranjero, los cuales no son jurídicamente
iguales por el simple hecho de que los primeros están
sujetos a gravamen por todos los ingresos que obten-
gan, mientras que los que residen en el extranjero úni-
camente están obligados a pagar el tributo de aquellos
ingresos provenientes de una fuente de riqueza que se
encuentre en territorio nacional, cuestión que justifica
el trato diferenciado.

Por lo tanto, si el extranjero no es residente fiscal, al
enajenar un bien inmueble en el país tendrá que pagar
el impuesto correspondiente a 25 por ciento sobre el
total del ingreso obtenido, sin deducción alguna, para
evitar la elusión del pago de impuestos.

Con lo anterior se evita que los contribuyentes eludan
el pago del impuesto sobre la renta sobre el valor real
de la enajenación de un inmueble bajo el argumento de
que sólo lo pactado es declarado, ya que se ha detecta-
do que, en ocasiones, el contribuyente recibe más del
valor real de un predio.

Si bien esta medida recaudatoria fue necesaria para la
adecuada captación de los impuestos, lo cierto es que
resulta inconstitucional la retención de 25 por ciento al
no permitirles a los residentes deducción alguna, lo
cual atenta contra el principio de proporcionalidad tri-
butaria, consagrado en el artículo 31, fracción IV, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos.

En ese tenor, el párrafo segundo del artículo 160 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, en materia de enaje-
nación de bienes inmuebles, vulnera lo establecido en
la fracción IV del artículo 31 constitucional, que esta-
blece los principios de proporcionalidad y equidad tri-
butaria, ya que establece una diferencia injustificada
respecto de las personas residentes en el país que ob-
tienen ingresos por enajenación de bienes con derecho
a deducción, mientras que los residentes en el extran-
jero no tienen derecho a deducción alguna.
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La jurisprudencia al respecto establece lo siguiente:

“Equidad tributaria. Sus elementos. El principio
de equidad no implica la necesidad de que los suje-
tos se encuentren, en todo momento y ante cual-
quier circunstancia, en condiciones de absoluta
igualdad, sino que, sin perjuicio del deber de los Po-
deres públicos de procurar la igualdad real, dicho
principio se refiere a la igualdad jurídica, es decir,
al derecho de todos los gobernados de recibir el
mismo trato que quienes se ubican en similar situa-
ción de hecho porque la igualdad a que se refiere el
artículo 31, fracción IV, constitucional, lo es ante la
ley y ante la aplicación de la ley. De lo anterior de-
rivan los siguientes elementos objetivos, que permi-
ten delimitar al principio de equidad tributaria: a)
no toda desigualdad de trato por la ley supone
una violación al artículo 31, fracción IV, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, “sino que dicha violación se configura úni-
camente si aquella desigualdad produce distin-
ción entre situaciones tributarias que pueden
considerarse iguales sin que exista para ello una
justificación objetiva y razonable”; b) a iguales su-
puestos de hecho deben corresponder idénticas con-
secuencias jurídicas; c) no se prohíbe al legislador
contemplar la desigualdad de trato, sino sólo en los
casos en que resulta artificiosa o injustificada la dis-
tinción; y d) para que la diferenciación tributaria re-
sulte acorde con las garantías de igualdad, las conse-
cuencias jurídicas que resultan de la ley, deben ser
adecuadas y proporcionadas, para conseguir el trato
equitativo, de manera que la relación entre la medida
adoptada, el resultado que produce y el fin pretendi-
do por el legislador, superen un juicio de equilibrio
en sede constitucional. Registro 198403. Jurispru-
dencia P./J. 41/97, del Pleno de este Alto Tribunal,
Novena Época, Semanario Judicial de la Federación
y su Gaceta, Tomo V, junio de 1997, página 43”.

En este sentido, se está otorgando un trato desigual al
contribuyente que se ubica dentro de un mismo su-
puesto tributario, en atención a que, aun cuando se tra-
ta de contribuyentes que se ubican dentro de la misma
hipótesis de causación, únicamente los residentes en el
país tienen derecho a deducciones por la enajenación
de bienes inmuebles.

Nuestro sistema fiscal comprende diversos impuestos
establecidos en la Ley de Ingresos de la Federación; de

acuerdo con el artículo 6 del Código Fiscal de la Fe-
deración, el pago de los impuestos es un evento jurídi-
co fiscal regulado en la Ley del Impuesto sobre la
Renta, la cual establece que las personas físicas y mo-
rales están obligadas a pagar sus impuestos.

El impuesto sobre la renta grava los ingresos en efec-
tivo, en especie o en crédito provenientes de produc-
tos, bienes, servicios o rendimientos del capital, de ahí
que los sujetos de este impuesto son tanto personas fí-
sicas como morales, personas extranjeras residentes en
el país y en el extranjero respecto de los ingresos pro-
cedentes de fuentes de riqueza situadas en el territorio
nacional.

En ese tenor, el segundo párrafo del artículo 160 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta señala que los residen-
tes en el extranjero que enajenen un bien inmueble sin
permanencia en el país deben pagar 25 por ciento de re-
tención sin deducción alguna, dicho esquema es atípico
ya que quienes residen en el país sí tienen beneficios fis-
cales en forma de deducciones por enajenación.

En ese sentido, se considera inconstitucional el párra-
fo segundo del artículo 160 de la referida ley por no
dar un trato igualitario a los contribuyentes en cir-
cunstancias tributarias iguales.

Los beneficios fiscales se crean como un apoyo del
que se pueden beneficiar determinados contribuyen-
tes, los cuales consisten en reducciones a la base gra-
vable, o bien, disminución de tasas; en otro sentido,
también se da tratamiento de estímulo fiscal al diferi-
miento del pago del impuesto; todo esto es un conjun-
to de estímulos fiscales a los cuales no tienen derecho
los residentes en el extranjero sin permanencia en el
país.

El propósito de la presente iniciativa es reformar el pá-
rrafo segundo del artículo 160 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, a efecto de que para los residentes en
el extranjero en el caso de la enajenación de bienes in-
muebles la retención sea de 20 por ciento y no de 25
por ciento como se establece actualmente, esto con la
finalidad de hacerlo concordante con los principios
constitucionales de generalidad, legalidad, proporcio-
nalidad y equidad.

Al reducir a 20 por ciento la retención a los residentes
en el extranjero cuando enajenan bienes inmuebles no
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estará gravado en exceso este sector a diferencia de
otros contribuyentes en el país y se conservan los ele-
mentos de la relación jurídica tributaria, haciendo
efectivo el principio de distribución de la carga impo-
sitiva.

Lo anterior se sustenta con la siguiente jurisprudencia:

“Impuestos. Principio de equidad tributaria pre-
visto por el artículo 31, fracción IV, constitucio-
nal. De una revisión a las diversas tesis sustentadas
por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en
torno al principio de equidad tributaria previsto por
el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Fede-
ral, necesariamente se llega a la conclusión de que,
en esencia, este principio exige que los contribu-
yentes de un impuesto que se encuentran en una
misma hipótesis de causación, deben guardar una
idéntica situación frente a la norma jurídica que lo
regula, lo que a la vez implica que las disposiciones
tributarias deben tratar de manera igual a quienes se
encuentren en una misma situación y de manera
desigual a los sujetos del gravamen que se ubiquen
en una situación diversa, implicando, además, que
para poder cumplir con este principio el legislador
no sólo está facultado, sino que tiene obligación de
crear categorías o clasificaciones de contribuyentes,
a condición de que éstas no sean caprichosas o ar-
bitrarias, o creadas para hostilizar a determinadas
clases o universalidades de causantes, esto es, que
se sustenten en bases objetivas que justifiquen el
tratamiento diferente entre una y otra categoría, y
que pueden responder a finalidades económicas o
sociales, razones de política fiscal o incluso extra-
fiscales.” Registro 192290. Jurisprudencia P./J.
24/2000, del Pleno de este Alto Tribunal, Novena
Época, Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta, Tomo XI, marzo de 2000, página 35”.

Con la reforma planteada se evitará un trato diferente
para determinar la cantidad total del impuesto a pagar,
evitando así la inequidad tributaria, con ello, los resi-
dentes en el extranjero cumplen con lo que establece la
Ley de Impuesto sobre la Renta, de pagar de acuerdo
a su capacidad contributiva, aportando una parte justa
y adecuada de sus ingresos, utilidades y rendimientos.

Incluso existen convenios internacionales en mate-
ria fiscal con distintos países para evitar la doble im-
posición y prevenir la evasión fiscal en materia de im-

puesto sobre la renta, en donde queda exento el tema
de la enajenación de bienes inmuebles; para efectos
de la retención los estados son libres de aplicar el im-
puesto, como lo establece el artículo 13 del Convenio
entre los Estados Unidos Mexicanos y el Reino de
Noruega para evitar la doble imposición e impedir la
evasión fiscal en materia de impuestos sobre la renta y
sobre el patrimonio:

“Artículo 13 Ganancias de capital

1. Las ganancias que en un residente de un Estado
Contratante obtenga de la enajenación de bienes in-
muebles, conforme se definen en el Artículo 6, si-
tuados en el otro Estado Contratante pueden some-
terse a imposición en este otro Estado. 

2. A los efectos del presente Artículo, la expresión
“bienes inmuebles situados en el otro Estado Con-
tratante” incluye:

a) Bienes inmuebles a que se refiere el artículo 6
(Rentas Inmobiliarias (Bienes Raíces)) situados en
este otro Estado Contratante;

b) Una participación en una asociación, fideicomi-
so o sucesión, en la medida en que sus activos con-
sistan en bienes inmuebles situados en este otro Es-
tado;

c) Acciones o derechos similares en una sociedad u
otra persona moral que sea o se considere como un
residente de este otro Estado Contratante, con acti-
vos cuyo valor consista, o ha consistido, en al me-
nos un 50 por ciento en bienes inmuebles situados
en este otro Estado Contratante; y

d) Cualquier otro derecho que permita el uso o go-
ce de bienes inmuebles situados en este otro Estado
Contratante.

3. Las ganancias derivadas de la enajenación de
bienes muebles atribuibles a un establecimiento
permanente que una empresa de un Estado Contra-
tante tenga o ha tenido en el otro Estado Contratan-
te, o atribuibles a una base fija que un residente de
un Estado Contratante tenga o haya tenido a su dis-
posición en el otro Estado Contratante para la pres-
tación de servicios personales independientes, y las
ganancias derivadas de la enajenación de dicho es-
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tablecimiento permanente (sólo o con el conjunto
de la empresa) o de dicha base fija, pueden some-
terse a imposición en este otro Estado. 

4. Además de las ganancias que pueden someter-
se a imposición de conformidad con las disposi-
ciones de los párrafos anteriores del presente Ar-
tículo, las ganancias obtenidas por un residente de
un Estado Contratante por la enajenación de ac-
ciones, participaciones u otros derechos en el ca-
pital de una sociedad, u otro persona moral resi-
dente del otro Estado Contratante pueden
someterse a imposición en este otro Estado Con-
tratante cuando el perceptor de la ganancia ha de-
tentado, directa o indirectamente, durante un pe-
riodo de doce meses anteriores a la enajenación,
una participación de al menos el 25 por ciento en
el capital de dicha sociedad o persona moral. Di-
chas ganancias se consideran provenientes de es-
te otro Estado en la medida en que sea necesario
para evitar la doble imposición. 

5. Las ganancias obtenidas por una empresa de un
Estado Contratante derivadas de la enajenación de
buques, aeronaves y contenedores (incluidos los re-
molques, barcazas y equipo relacionado con el
transporte de contenedores) utilizados principal-
mente en tráfico internacional, sólo pueden some-
terse a imposición en este Estado. 

6. Las ganancias a que se refiere el artículo 12 (Re-
galías) sólo serán sometidas a imposición de acuer-
do con las disposiciones del Artículo 12. 

7. Las ganancias derivadas de la enajenación de
cualquier otro bien distinto de los mencionados
en los párrafos 1 a 6 sólo podrán someterse a im-
posición en el Estado Contratante en el que resi-
da el enajenante”.

Cabe precisar que de manera general los tratados fis-
cales que México tiene celebrados para evitar la doble
tributación contemplan la enajenación de bienes in-
muebles, permitiendo al fisco someter a imposición
estas ganancias, como lo establece el numeral 7 del
Convenio recién referido. Por lo tanto, al llevarse a ca-
bo la modificación no se atenta contra la norma cons-
titucional ni contra los tratados fiscales internacionales
de los que México forma parte.

Consecuentemente, para hacer una media equitativa se
debe cobrar 20 por ciento sin deducción, además de
señalar que la autoridad fiscal tendrá la facultad potes-
tativa de realizar en el momento que considere un ava-
luó para evitar que la propiedad sea vendida por deba-
jo del precio real, en tal caso, de comprobarse una
irregularidad, se aplicará una retención de 10 por cien-
to al adquirente. Con esto, se elimina la diferencia de
la imposición del impuesto, ya que, en términos gene-
rales, el pagar menos impuestos por parte del residen-
te en el país se convierte en un beneficio fiscal, en
cambio, para un residente en el extranjero es una car-
ga impositiva mayor, al no tener ningún beneficio fis-
cal, lo que se traduce en los hechos en un trato fiscal
diferente. 

Por todo lo aquí expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de 

Decreto que reforma el artículo 160 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta

Artículo Único. Se reforma el párrafo segundo del
artículo 160 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 160. (…)

El impuesto se determinará aplicando la tasa de 20
por ciento sobre el total del ingreso obtenido, sin
deducción alguna, debiendo efectuar la retención el
adquirente si éste es residente en el país o residente
en el extranjero con establecimiento permanente en
el país; de lo contrario, el contribuyente enterará el
impuesto correspondiente mediante declaración que
presentará ante las oficinas autorizadas dentro de
los quince días siguientes a la obtención del ingre-
so.

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de abril de 2025.

Diputada Fátima Almendra Cruz Peláez (rúbrica)
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